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Resumen
Para responder a los cuestionamientos y los retos derivados del reconoci-
miento de las inteligencias artificiales (ia) como sujetos de derecho dentro del 
sistema normativo colombiano, se analiza el marco jurídico-teórico que aborda 
los sujetos de derecho protegidos, persona natural, persona jurídica, así como 
la evolución jurisprudencial sobre las comunidades étnicas, los ecosistemas 
y los animales. Analizando preguntas como: ¿cuál es la necesidad de otorgar 
derechos a una máquina si los derechos derivados de sus actividades pueden 
ser gestionados por los sujetos reconocidos actualmente? También: si supe-
ramos el antropocentrismo y transitamos hacia el poshumanismo ¿llegarán 
nuestras extensiones tecnológicas a tener tal relevancia que nos reflejemos 
únicamente a través de ellas?;¿esto generaría una mutación sobre nuestra 
concepción de los sujetos de derechos tal como los conocemos hoy? Además 
de lo anterior, se trata de determinar los fundamentos que explican por qué 
los sujetos de derecho son reconocidos como tales, delineando los conceptos 
de antropocentrismo y poshumanismo, los cuales, sumado a los elementos de 
la personalidad identificados Gellers, serán relacionados con los fundamen-
tos jurídicos y filosóficos que dieron lugar a los sujetos de derecho, para así, 
aplicarlos al análisis de la ia como posible sujeto de derecho. Finalmente, se 
plantean posibles desafíos por enfrentar en caso de considerar las inteligencias 
artificiales como persona. Así, el marco jurídico-teórico permite comprender 
qué sustentaría el reconocimiento de entes no humanos como sujetos de dere-
cho en el contexto legal colombiano, posibles coincidencias que puedan tender 
a justificar el reconocimiento de las ia como sujetos de derecho, desde una 
perspectiva posthumanista. 

Palabras clave: inteligencia artificial, sujetos de derecho, esquema de las per-
sonalidades, poshumanismo. 
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Abstract 
The questions and challenges that may arise from recognizing artificial intelli-
gences (ais) as legal subjects within the Colombian legal system are analysed 
through the legal-theoretical framework. Some legal aspects for the protec-
tion of subjects are considered, analysing natural persons, legal entities such 
as moral persons, ethnic communities, ecosystems, and animals. The former 
three as the result of jurisprudential evolution. Questions such as: If the rights 
derived from a machine activity can be managed by the subjects currently 
recognized, then what would be the need of granting rights to such a machine? 
If we overcome anthropocentrism and move towards posthumanism, will our 
technological extensions reach such relevance that we may reflect ourselves 
only through them? Would this generate a mutation in our conception of legal 
subjects as know today?

In addition, to find the foundations of legal subjects recognition, the concepts 
of anthropocentrism and posthumanism are outlined along with the framework 
of personality elements as proposed by Gellers. These elements will be related 
to legal and philosophical bases to give rise to legal subjects, considering ai as 
a possible legal subject. Finally, possible challenges related to consider AIs as 
persons are analised. A legal-theoretical framework is drafted to understand 
the foundations that support the recognition of non-human entities as legal 
subjects in the Colombian legal context, exploring possible correlations that 
may tend to justify the recognition of AIs as legal subjects from a posthumanist 
perspective.

Keywords: Artificial intelligence, legal subjects, framework of personalities, 
posthumanism.
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Introducción
Desde su introducción en la sociedad, la popularidad y el desarrollo de las 
inteligencias artificiales (ia) han ido aumentando vertiginosamente, y con ello 
emergen paradigmas que el derecho aún no abarca. Al ser una herramienta 
que se transforma conforme lo hacen la cultura y la sociedad, el derecho no 
puede ser un mero observador; por lo tanto, se le demanda un cauce regulador 
para estas tecnologías emergentes. Si bien la ia aún no ha llegado a desarro-
llarse como un ente plenamente autónomo, la posibilidad de que sea conside-
rada eventualmente como un nuevo sujeto de derecho es una pregunta que 
debería comenzar a ser analizada. Los fundamentos teóricos que soportan en 
el derecho el reconocimiento de entes diferentes a la persona humana como 
sujetos de derecho son la base que sustentaría la pertinencia de fases subse-
cuentes en la búsqueda de un marco regulatorio asociado a la existencia de 
inteligencias artificiales.

El artículo de investigación tiene como objetivo analizar el posible reconoci-
miento de la ia como sujeto de derecho dentro del sistema normativo colom-
biano. Para ello se abordarán los sujetos de derecho reconocidos en el orde-
namiento jurídico colombiano (persona natural, persona jurídica, comunidades 
étnicas, animales y ecosistemas) desde una perspectiva ontológica y jurídica, 
con el fin de determinar en cada caso, qué orientación ha tenido el legislador 
o la alta corte, bien sea esta una orientación antropocéntrica, ecocéntrica o 
poshumanista. Finalmente, contrastarán estos hallazgos con el fenómeno de la 
ia; este análisis permite explorar las implicaciones de otorgar derechos a la ia, 
considerando su potencial como nuevo sujeto de derecho en un mundo cada 
vez más influenciado por la tecnología. 

Para el desarrollo del problema de investigación se adoptó una metodología 
cualitativa con enfoques jurídico y filosófico. Se emplearon técnicas de análisis 
y revisión de las fuentes del derecho, así como la aplicación estructurante del 
estudio del esquema de las personalidades, planteado por Joshua C Gellers 
en su libro Rights for Robots (2021). La metodología aplicada a la investigación 
se sustenta en la necesidad de abordar este tema, recurriendo al marco legal 
colombiano, a las sentencias emanadas de las altas cortes y a aproximaciones 
ontológicas, con el fin de construir el objeto de estudio, el cual se refiere a la 
posibilidad de reconocer a la inteligencia artificial como sujeto de derecho. 
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Noción de los sujetos de derecho
Los sujetos de derechos son producto de una técnica de la ciencia jurídica que 
busca determinar cuáles entes pueden ser titulares de derechos y obligacio-
nes. Su desarrollo, inicialmente, se limitó a revisiones ontológicas y lógicas de 
las delimitaciones conceptuales planteadas por pensadores como Aristóteles, 
Capella y Boecio, en distintos momentos de la historia.

Posteriormente, se consolidó la teoría de los derechos subjetivos, en la cual se 
distinguen dos elementos fundamentales, el sujeto y el objeto. Se conformidad 
con lo planteado por Valencia Zea y Ortiz Monsalve (2006, p. 328): 

Entiéndase por sujeto de derecho o persona el ente que tiene la capa-
cidad para ser sujeto de las normas jurídicas (activa o pasivamente). [...] 
Bien puede definirse el sujeto de derecho o persona como la capacidad 
atribuida por el ordenamiento jurídico a ciertos seres para ser sujetos 
de hechos y consecuencias jurídicas. El sujeto de derecho o persona no 
puede concebirse sino como realización de un orden jurídico; es, por 
tanto, una categoría jurídica. En cuanto al objeto de los derechos, este 
representa aquello sobre lo cual normalmente se ejerce el derecho y 
que integra su contenido.

Acercamiento al esquema de 
personalidades de Joshua C Gellers
La ia es un campo que ha cobrado creciente relevancia social debido a la estre-
cha relación que mantienen los seres humanos con la tecnología, incluso en 
esferas poco conocidas. No obstante, la proliferación de noticias y la mitifica-
ción mediática de la ia exigen una conceptualización precisa del fenómeno, 
para así, aproximarnos con rigor a su naturaleza material y filosófica. Por lo 
anterior, se toma como punto de partida el estudio ontológico expuesto en 
el libro Rights for Robots de Joshua C. Gellers (2021). Sin embargo, es impor-
tante advertirle al lector que no se pretende confrontar exhaustivamente 
las distintas definiciones de un mismo término, sino más bien, se buscará 
contrastar dicho marco ontológico con las características empíricas de las ia 
contemporáneas.

La filosofía aporta el estudio ontológico de las personalidades, con el cual se 
busca indagar cuáles son las propiedades que revisten a los sujetos de derecho 
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para ser considerados como tales y cómo se relacionan entre sí. Desde esta 
perspectiva, se contemplan las dimensiones de la personalidad psicológica, 
moral, y relacional, interpretadas a partir de paradigmas como el antropocen-
trismo, el ecocentrismo, el poshumanismo y el transhumanismo. La personali-
dad psicológica se fundamenta en tres propiedades esenciales: la conciencia, la 
intencionalidad y la sensibilidad. La conciencia se vincula con la experiencia sub-
jetiva y la agencia moral (Searle, 2008); la intencionalidad expresa la direccio-
nalidad de la mente hacia objetos o estados del mundo; y la sensibilidad, como 
parte de la esfera emocional, se refiere a la capacidad de experimentar placer o 
sufrimiento (Singer, 1974).

En lo concerniente a la personalidad moral, esta implica responsabilidad en 
forma de derechos y deberes. Aunque un enfoque sugiere que también inclui-
ría la capacidad de definir la propia concepción de una vida valiosa y tomar 
medidas para perseguir dicha visión (Dennett, 1976); por regla general, la 
personalidad moral se compone de dimensiones, como la autonomía, la cual 
viene del griego autos (propio) y nomos (ley), es decir, se refiere a la capacidad 
de imponerse normas a uno mismo (Schmidt y Kraemer, 2006, p. 74). Por otra 
parte, la personalidad moral también incluye la inteligencia, entendida como 
cualidades formales como la memoria, la percepción, la atención y el intelecto. 
Según Binet (s. f.), la inteligencia se caracteriza por la comprensión, la invención, 
la dirección y la censura; asimismo, implica la capacidad de solucionar proble-
mas, razonar y adaptarse al entorno (Ardila, 2011).

Por otra parte, la personalidad relacional (“uno entre otros”) es aquella en la 
que las relaciones interpersonales constituyen identidades, conformando una 
“red de lazos compuesta y compleja” que se extiende desde el individuo hasta 
la familia, el clan y más allá (Splitter, 2015, p. 2). Esta personalidad se edifica 
sobre propiedades como el animismo, entendido como la tendencia a reco-
nocer la cualidad vital de las cosas a través de nuestras relaciones con ellas 
(Gellers, 2021). Otro rasgo es el antropomorfismo, que consiste en atribuirles 
características humanas a objetos inanimados, animales u otros seres con el fin 
de racionalizar sus acciones (Duffy, 2003, p. 180). Del mismo modo, el enfren-
tamiento con otra entidad fomenta una demanda de reconocimiento, es decir, 
un momento en el que surge la conciencia primordial de la responsabilidad 
ética hacia el otro (Crowe, 2008, p. 316). La cercanía sentida alude al grado en 
que una persona percibe proximidad emocional y física con un ser vivo, lo que 
“determina nuestra capacidad para identificarse fuertemente con cierto tipo de 
ser vivo y sufrir cuando este sufre” (Naess, 1995b, p. 224). Finalmente, el paren-
tesco se entiende como “la mutualidad del ser: personas que son intrínsecas a 
la existencia de la otra” (Sahlins, 2011, p. 2).
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Ahora bien, la personalidad legal no será objeto de desarrollo en este apartado, 
sino que se abordará posteriormente en el estudio jurídico sobre el reconoci-
miento de cada derecho, el cual la comprende. A continuación, se procederá 
a aplicar los conceptos ontológicos a los diferentes sujetos de derecho actual-
mente reconocidos en el ordenamiento jurídico.

La persona natural
La persona natural está definida en el artículo 74 del Código Civil como “todos 
los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe 
o condición”. A su vez, el artículo 1.° de la Constitución Política de Colombia de 
1991 dispone que

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de Repú-
blica unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territo-
riales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 
la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 
integran y en la prevalencia del interés general. (Constitución Política de 
Colombia, 1991)

Este precepto contiene los principios fundamentales del Estado colombiano 
y evidencia la centralidad de la dignidad humana en relación con la persona, 
como se ha señalado jurisprudencialmente, “el sujeto razón y fin de la Constitu-
ción de 1991 es la persona humana” (Corte Constitucional de Colombia, 1992).

En el estudio ontológico de las personalidades consolidado por Gellers se 
observa que la persona natural presenta diversas dimensiones: una personali-
dad psicológica constitutiva de conciencia, sintiencia e intencionalidad; una per-
sonalidad moral vinculada a la autonomía, la inteligencia y la racionalidad; así 
como una personalidad relacional, que abarca fenómenos como el animismo, el 
antropomorfismo, el enfrentamiento, la cercanía sentida y el parentesco.

En relación con esta última dimensión, el ordenamiento jurídico colombiano 
evidencia una orientación esencialmente antropocéntrica, toda vez que el texto 
constitucional organiza los derechos fundamentales y el sistema jurídico en fun-
ción del ser humano como centro: dignidad humana (art. 1.°); prevalencia de los 
derechos inalienables de la persona (art. 5.°); régimen de derechos fundamen-
tales individuales (título II, capítulo 1.°). La naturaleza, por su parte, aparece 
protegida principalmente en cuanto afecta intereses humanos y sociales (art. 
79: derecho a gozar de un ambiente sano).
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No obstante, el reconocimiento constitucional de la cultura (arts. 7.° y ss.), al 
consagrar el carácter pluricultural y pluriétnico del país, incorpora el recono-
cimiento de comunidades indígenas y afrodescendientes, sus lenguas, cos-
movisiones y prácticas. Tal reconocimiento abre posibilidades interpretativas 
cercanas al poshumanismo, en la medida en que admite paradigmas relaciona-
les que integran a lo no humano en las concepciones culturales y normativas 
de ciertos pueblos, tal como se evidencia en el reconocimiento del río Atrato 
como sujeto de derecho de protección, el cual se fundamenta en los derechos 
bioculturales que “surgen del reconocimiento de la profunda e intrínseca cone-
xión que existe entre la naturaleza, sus recursos y la cultura de las comunidades 
étnicas e indígenas que los habitan” (Corte Constitucional, 2016). En conclusión, 
si bien la Constitución de 1991 parte de un fundamento claramente antropo-
céntrico al situar a la persona humana como centro y fin del orden jurídico, 
el reconocimiento de la diversidad cultural y las cosmovisiones indígenas y 
afrodescendientes incorpora elementos que permiten proyectar una lectura 
poshumanista. Este giro se ha confirmado y profundizado en la jurisprudencia, 
como será indicado más adelante, que legitima formas de relación en las que lo 
no humano también ocupa un lugar en el entramado jurídico y cultural.

La persona jurídica
Inicialmente, se presentó a la persona natural como el sujeto de derecho innato 
que el ordenamiento jurídico busca regular, pues es quien lo construye y fun-
damenta; incluso, podría decirse que es su propio fin. No obstante, en el plano 
legal emergió otro sujeto de derecho, que al igual que la persona natural, es 
capaz de adquirir derechos y contraer obligaciones, pero no es corpóreo ni bio-
lógico, sino que es una abstracción que representa, en principio, a un grupo de 
seres humanos organizado con un objetivo específico social o económicamente 
relevante. La persona jurídica no es más que una creación propia y exclusiva 
de la sociedad humana que sirve de instrumento para las acciones en grupo o 
con intereses más allá de los propiamente individuales de los hombres (Medina 
Pabón, 2011). 

¿Cuál fue la necesidad de crear personas jurídicas? El ser humano, como sujeto 
de derechos, ya puede operar y concretar cualquier actividad, en cambio, la 
persona jurídica depende del ser humano para su creación y funcionamiento. 
De hecho, la persona física puede existir sin la persona jurídica, pero esta 
última no puede existir sin la primera. Pudo ser producto de lo que Savigny 
(2006) denominó la ficticio legis, entendiéndola como una construcción jurí-
dica que permite la personificación de las normas que regulan la conducta 
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de una pluralidad de individuos. Por otro lado, también pudo surgir como un 
fenómeno social impulsado por el Estado, que buscaba actuar a través de sus 
instituciones, y por los comerciantes, en respuesta a sus propias necesidades 
de asociación. 

De lo anterior podemos inferir que una de las razones para la creación de las 
personas jurídicas fue posibilitar la representación, ya que esta permite la 
delegación de responsabilidades y la gestión de asuntos, para así, facilitar las 
relaciones jurídicas. Adicionalmente, otra causa para su creación es la separa-
ción de patrimonios y responsabilidades entre la persona jurídica y la persona 
natural, lo cual se estima desde su esencia de asociación y de unificación de 
diferentes voluntades en un mismo propósito. Esto permite entender que la 
existencia de este sujeto de derecho responde a requerimientos de la dinámi-
cas sociales y económicas; sin embargo, no se realizará un análisis exhaustivo 
de este aspecto, ya que el objeto de la investigación es otro.

En particular, las personas jurídicas en el contexto colombiano son definidas 
en el artículo 633 de la Ley 84 de 1873 como “una persona ficticia, capaz de 
ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial 
y extrajudicialmente”. De la misma forma, gozan de protección de derechos 
fundamentales, tal como lo menciona la Corte Constitucional en la sentencia su 
182 de 1998: 

Hay derechos de las personas jurídicas, que ellas pueden reclamar 
dentro del Estado Social de Derecho y que las autoridades se obligan 
a respetar y a hacer que les sean respetados. Y, claro está, entre la 
inmensa gama de derechos que les corresponden, los hay también fun-
damentales, en cuanto estrechamente ligados a su existencia misma, a 
su actividad, al núcleo de las garantías que el orden jurídico les ofrece y, 
por supuesto, al ejercicio de derechos de las personas naturales afecta-
das de manera transitiva cuando son vulnerados o desconocidos los de 
aquellos entes en que tienen interés directo o indirecto. 

Ontológicamente, la persona jurídica presenta una personalidad de natura-
leza legal, ya que es una construcción normativa creada por el legislador para 
atribuir capacidad de ser titular de derechos y obligaciones a agrupaciones 
humanas. Conforme la teoría de la ficción, la personalidad de las formas asocia-
tivas es una apariencia, un artificio legal, una ficción jurídica sin existencia real, 
circunstancia que excluye la posibilidad de que la sociedad actúe con indepen-
dencia de los socios que la componen (Narvaes García, 1996, p. 16). En conse-
cuencia, de sus propiedades, es posible establecer que carece de conciencia, 
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intencionalidad y sintiencia, y tampoco participa de las dimensiones relacio-
nales propias de la persona natural (animismo, antropomorfismo, parentesco, 
cercanía sentida, autorrealización, etcétera). Su existencia y eficacia obedecen a 
la capacidad de las personas naturales para asociarse y configurar entes colecti-
vos con finalidades determinadas, a los que el ordenamiento confiere persona-
lidad para efectos jurídicos (Narvaes García, 1996, p. 16). 

Las comunidades étnicas
Con respecto a las comunidades étnicas, se identifican como poblaciones cuyas 
condiciones y prácticas sociales, culturales y económicas las disocia del resto 
de la sociedad por cuanto aducen precedentes históricos distintos en referen-
cia a su origen y características culturales propias, que son consecuentes con 
sus cosmovisiones, costumbres y tradiciones (Ministerio de Salud y Protección 
Social, s. f.). El marco normativo colombiano ha contemplado su protección en 
el artículo 7.° de la Constitución Política de Colombia, el cual expresa: “El Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. 
Asimismo, sujeta al Estado a garantizar su protección en el artículo 8.°, al esta-
blecer que: “Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación” (Constitución Política de Colombia, 1991).

No obstante, su desarrollo en el ámbito de los sujetos de derecho se ha cons-
truido a partir de avances jurisprudenciales y doctrinales, evidentes en decisio-
nes como la Sentencia T-445/22 (Corte Constitucional, 2022), que sostiene: 

Las comunidades indígenas son sujetos de derechos fundamentales, 
[...] y que tienen la potestad de solicitar la protección de sus derechos 
fundamentales por medio de la acción de tutela con el fin de garantizar 
su autonomía, su cultura y su subsistencia. 

De igual manera, en correspondencia a su tutela legal, la Corte Constitucional 
ha indicado la procedencia sobre de acciones que podrían afectar a esta comu-
nidad a través de la Sentencia su1116/01.

Para el esquema de Gellers, este colectivo —núcleo de debates sostenibles— se 
esquematiza dentro de la personalidad relacional y comprende una inflexión 
en la personalidad moral y psicológica. En términos de ser sujetos de derecho, 
se menciona que la expansión gradual del círculo legal sobre este ámbito hacia 
fundamentos contingentes y ficticios se ha desencadenado por la correlación 
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histórica, cultural de las comunidades, así como por sus implicaciones, lo que se 
apoya en la personalidad relacional. Esta personalidad, la cual previamente se ha 
revisado, comprende la interrelacionalidad con otros entornos y la conducencia 
a darle una amplitud a esas entidades que no configuran los rasgos de la perso-
nalidad psicológica, entendida como la que se atribuye a la persona natural. 

Luego de analizar acerca de la característica relacional dentro de la persona-
lidad jurídica, desarrollada en su mayoría por jurisprudencia constitucional, 
también es menester distinguir y aplicar entre agente moral y paciente moral. 
El primero es aquel que tiene derechos, deberes y la capacidad que se con-
forma por el libre albedrío y comprensión en la diferenciación entre bien y 
el mal; y el segundo, se trata de aquellos a los que se les debe, al menos, un 
deber u obligación. A propósito de las comunidades étnicas, es oportuno 
establecer que a estas se les confiere la calidad de paciente moral, junto a los 
animales, por motivo de la carencia de los rasgos de personalidad psicológica 
para constituirse como persona natural. Lo anterior da cuenta de una posición 
poscolonial que no logra dejar atrás las taras tutelares e impositivas hacia tales 
comunidades.

El modo de entablar el alcance expansivo de la personalidad relacional que 
permite darles reconocimiento a las comunidades indígena tiene que ver con 
su propia cosmovisión del universo y la manera como esto se relaciona con 
el mundo espiritual, lo cual les brinda cierto grado de conciencia más allá del 
mundo físico. Complementariamente, les otorga a ciertos objetos inanimados 
ciertas características, de personalidad relacional, debido al momento en el 
que se correlaciona con otro objeto que ya estaba en correlación con otro ser 
humano. 

Las comunidades indígenas encarnan la personalidad relacional en la medida en 
que su identidad no se configura desde la individualidad aislada, sino a partir de 
vínculos con otros seres humanos, la naturaleza y lo espiritual. Su cosmovisión 
animista y antropomórfica reconoce vitalidad y agencia en animales, plantas, 
ríos o montañas, extendiendo así la noción de parentesco más allá de lo bioló-
gico. Este entramado de relaciones genera cercanía sentida y un deber ético de 
reciprocidad con lo no humano, de modo que la persona existe siempre “uno 
entre otros”. Tal perspectiva responde a un enfoque ecocentrista pues estas 
poblaciones, se conciben como parte de la naturaleza, lo cual redefine la iden-
tidad y las relaciones con el entorno, trascendiendo las categorías occidentales 
de sujeto y naturaleza (Baltus y Baires, 2017).
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Los animales
Antes de la promulgación de la Ley 1774 del 2016, el Código Civil colombiano 
trataba a los animales como bienes muebles, es decir, como objetos suscep-
tibles de propiedad. Con la entrada en vigor de dicha ley, los animales fueron 
reconocidos jurídicamente como seres sintientes, lo que implicó otorgar espe-
cial protección frente al sufrimiento causado por la acción humana. La protec-
ción animal ha sido reforzada por otras normas y políticas públicas recientes, 
por ejemplo, disposiciones que prohíben o regulan espectáculos con animales, 
leyes locales de protección y otras iniciativas legislativas como la llamada “Ley 
no más olé” y normas posteriores que buscan prevenir el maltrato.

En sede jurisprudencial, decisiones, como la Sentencia C-666 del 2010 (mp 
Humberto Antonio Sierra Porto), han resaltado una visión integracionista de la 
naturaleza en la que el ser humano no ocupa una posición dominante, sino que 
coexiste con otros seres sintientes. De igual forma, la Sentencia su-016 de 2020 
(mp Luis Guillermo Guerrero Pérez) reconoce a las especies silvestres como 
seres sintientes con valor propio y afirma que la protección jurídica de una 
especie aumenta en la medida en que su aporte al ecosistema es relevante o 
su riesgo de extinción es mayor. Ambas decisiones vinculan a los animales con 
la protección integral de los ecosistemas y apuntan hacia una protección más 
amplia y sistemática. En conjunto, estos desarrollos normativos y jurispruden-
ciales sugieren que el ordenamiento jurídico colombiano se orienta progresi-
vamente hacia visiones más holísticas con matices poshumanistas y ecocen-
tristas, que revaloran la importancia de los seres vivos como sujetos dignos de 
protección.

Conviene aclarar que, al igual que los ecosistemas, los animales son sujetos 
de derechos de protección, pues jurídicamente no se les atribuyen deberes 
ni responsabilidades comparables a las de las personas humanas. En términos 
ontológicos y desde la perspectiva de las personalidades, es plausible sostener 
que los animales presentan una personalidad psicológica (en particular, dimen-
siones de intencionalidad y sintiencia), y en ciertos casos rasgos de autonomía 
que nutren consideraciones de la personalidad moral. Además, los animales 
participan de una personalidad relacional en dinámicas de cercanía, enfrenta-
miento e, incluso, parentesco como es el caso en la emergente configuración 
de familias multiespecies. 
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Los ecosistemas
Se entiende por ecosistema, la unidad que incluye todos los organismos en un 
área determinada que interactúan con el ambiente físico y, por lo tanto, el flujo 
de energía define de manera clara la estructura trófica, la diversidad biótica 
y los ciclos de materiales dentro del sistema (Odum, 1971). A diferencia de las 
personas naturales y jurídicas, los ecosistemas son nuevos sujetos de derecho 
en el contexto colombiano y provienen de una visión antropocéntrica, pues son 
consecuencia de los llamados derechos bioculturales. Según Sánchez Zapata 
(2023), estos:

Surgen como reivindicación frente a la colonialidad del saber que per-
mitió una sobrevaloración de una forma de conocer (racionalismo cien-
tífico) y la invisibilización o negación de otras formas de conocimiento 
relacionadas con lo espiritual, lo “mítico”, y con otras manifestaciones 
de la experiencia humana como es la propia de los pueblos indígenas. 
Se presentan como una tipología de derechos más allá de los derechos 
sociales, económicos y culturales, al igual que de los derechos colecti-
vos, de los que puede afirmarse una protección dual o recíproca, consis-
tente con la fundamentación holística proveniente de las cosmovisiones 
étnicas que les sirven de sustento: además de permitir dar apertura a 
enfoques ambientales fuertes, son una condición para pensar en alter-
nativas de protección de la naturaleza desde la justicia intercultural y de 
los derechos de colectivos culturales.

Dicho sujeto encuentra su fundamento constitucional en los artículos 79 y 95 
de la Constitución Política de 1991. El artículo 79 establece: 

Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que pue-
dan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad 
del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y 
fomentar la educación para el logro de estos fines.

Por su parte, el artículo 95, en su numeral 8.°, dispone: 

La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comuni-
dad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. 
El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitu-
ción implica responsabilidades. Toda persona está obligada a cumplir la 
Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del ciudadano: 8. 
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Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la con-
servación de un ambiente sano.

En el ordenamiento jurídico colombiano, los derechos ambientales han adqui-
rido una creciente importancia. Como muestra de ello, el legislador, a través 
de la Ley 1333 del 2009, establece el procedimiento sancionatorio ambiental 
e incluye en el título xi de la Ley 599 de 2000 los “delitos contra los recursos 
naturales y el medio ambiente”. Estos derechos se entienden como de con-
tenido supraindividual, ya que trascienden la órbita del individuo y reflejan la 
relevancia actual en un país tan biodiverso. En el ámbito del derecho interna-
cional público, el Acuerdo de Escazú, firmado por Colombia, confirma la protec-
ción del medio ambiente. 

En todo caso, el reconocimiento de los ecosistemas como sujeto de derechos 
se ha dado a través de la jurisprudencia, específicamente en la sentencia T-622 
del 2016 de la Corte Constitucional (mp Jorge Iván Palacio). En esta sentencia 
se revisó una acción de tutela interpuesta por comunidades étnicas, habitantes 
de la ribera del río Atrato, en la que solicitan órdenes para detener la extrac-
ción minera y explotación forestal ilegales, así como la disposición de sustan-
cias tóxicas en el río, las cuales ponían en peligro la vida física y cultural de las 
comunidades, además de causar daño ambiental a los ecosistemas. La Corte 
declaró que el río, su cuenca y sus afluentes deben ser reconocidos como una 
“entidad sujeta de derechos a la protección, conservación, mantenimiento y 
restauración, a cargo del Estado y las comunidades étnicas”.

Asimismo, la sentencia stc 4360 del 2018 de la Corte Suprema de Justicia (mp 
Luis Armando Tolosa Villabona) resolvió una acción de tutela presentada por 
un grupo de veinticinco jóvenes, quienes consideraron amenazados sus dere-
chos como generación futura a una vida digna, a la salud, a la alimentación y 
al acceso al agua. La parte actora argumentó que estos derechos estaban en 
riesgo debido a la violación del derecho a un ambiente sano (Constitución Polí-
tica de Colombia, art. 79), causada por la omisión e incumplimiento del deber 
de proteger la Amazonía colombiana por parte de las autoridades competentes.

Este fallo sigue la línea de la sentencia sobre el río Atrato, que reconoce dere-
chos a la naturaleza bajo la necesidad de protección, entendiéndola como un 
medio esencial para que el ser humano viva y se desarrolle plenamente. Es 
preciso aclarar que los ecosistemas adquieren derechos, pero no obligaciones, 
ya que no poseen ninguna característica de personalidad psicológica o moral, 
carecen de conciencia, autonomía, inteligencia o responsabilidad, de acuerdo 
con lo estructurado por Gellers (2021). Los ecosistemas pueden considerarse 
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dotados de una personalidad relacional, dado que implican enfrentamiento, 
cercanía sentida y autorrealización, lo que satisface el criterio de necesidad, 
ya que el medio ambiente y la biodiversidad resultan fundamentales para la 
subsistencia.

La inteligencia artificial
La inteligencia artificial es una serie de algoritmos y de programas de ordenador 
que se han diseñado para hacer tareas que normalmente requerirían la inteligen-
cia humana (Briva I, 2023). Como manifiesta Briva-Iglesias (2023, pp. 7-12):

Su funcionamiento consiste en primer lugar en la preparación de una 
serie de datos, posteriormente el desarrollo de una serie de algorit-
mos y de software para analizar y procesar los datos. Estos algoritmos, 
mediante cálculos matemáticos, usan los datos para encontrar patrones 
que se repitan y hacer predicciones. A continuación, las predicciones 
permiten tomar decisiones y llevar a cabo tareas determinadas (que 
tradicionalmente se habían asociado a la inteligencia humana), como 
por ejemplo la detección de imágenes, entre otras. Este proceso de 
búsqueda de patrones para predecir determinados elementos y poder 
tomar decisiones de manera automática también se puede denominar 
aprendizaje automático (del inglés, machine learning) o aprendizaje 
profundo (del inglés, deep learning). Podemos decir que el aprendizaje 
automático (machine learning) y el aprendizaje profundo (deep learning) 
son dos subconjuntos de ia que implican el desarrollo de algoritmos 
informáticos para reconocer patrones en datos y hacer predicciones 
basadas en esta información. La ia se clasifica en débil, también cono-
cida como narrow ai, en inglés, es un tipo de ia diseñada para hacer 
una tarea específica o un conjunto de tareas relacionadas dentro de un 
dominio limitado. Hay que destacar que los algoritmos de ia débil no 
entienden el contexto ni tienen la comprensión del mundo que poseen 
los humanos. También existe la ia general (iag), la cual es una forma 
teórica de la ia que pretende copiar las habilidades cognitivas de los 
seres humanos. Un sistema de iag sería capaz de hacer cualquier tarea 
intelectual que pueda llevar a cabo un ser humano, como por ejemplo 
entender el lenguaje natural, reconocer patrones, tomar decisiones e, 
incluso, sentir emociones. En teoría, un sistema de iag tendría que ser 
capaz de aprender y adaptarse a nuevas situaciones y hacer múltiples 
tareas sin ninguna programación explícita. En estos momentos, la exis-
tencia de la iag es utópica, y es el objetivo por alcanzar de los desa-
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rrolladores de sistemas de ia: una máquina autónoma para completar 
cualquier tarea con un nivel similar con el que lo haría un humano sin 
supervisión.

En el ámbito jurídico, en Colombia, actualmente, no existe una regulación sobre 
la inteligencia artificial, ni se tiene en curso un proyecto de ley que busque 
otorgar derechos a esta. En la Unión Europea se promulgó el ai Act, que esta-
blece prohibiciones y obligaciones relacionadas con el desarrollo y uso de siste-
mas de ia, así como disposiciones específicas sobre el tratamiento y protección 
de datos. En materia de derecho de autor, hasta el momento se reconoce como 
autor únicamente a los seres humanos, dado que el objeto de este derecho es 
incentivar la creatividad y otorgar garantías jurídicas a quienes producen obras 
originales. De esta manera, la extensión de la autoría a sistemas de ia sigue 
siendo discutible, especialmente, en lo que respecta al criterio de originalidad, 
pues las creaciones generadas por máquinas dependen de los datos y los algo-
ritmos desarrollados por personas.

Existe, además, una zona gris en el análisis de las formas de personalidad reco-
nocidas a los sujetos de derechos, particularmente, en el caso de la persona 
jurídica, la cual carece de características psicológicas, morales o relaciona-
les y es completamente dependiente de los seres humanos. Sin embargo, su 
creación responde a necesidades prácticas como la representación legal, la 
separación patrimonial y la limitación de responsabilidades. Esta figura es lo 
suficientemente amplia como para abarcar los intereses empresariales asocia-
dos al desarrollo y explotación de sistemas de ia. Bajo los criterios de necesidad 
y utilidad, la persona jurídica podría considerarse capaz de integrar la ia dentro 
de su patrimonio, dado que los sistemas de inteligencia artificial permanecen 
categóricamente manipulados, entrenados y guiados por los seres humanos. 
En consecuencia, la regulación y el control de la ia recaería naturalmente sobre 
sus creadores, sin que sea necesario otorgarle a la ia un estatus de sujeto de 
derechos independiente. Ahora bien, más allá del marco estrictamente jurídico, 
corrientes filosóficas como el individualismo no antropocéntrico reconocen 
intereses que se extienden a todas las especies e incluso a entidades singulares, 
entre ellos el derecho a disfrutar de una vida de calidad (Regan, 1987) y a no 
ser perjudicado (Pietrzykowski, 2017).

Desde lo ontológico, en lo que respecta a la ia débil, la cual es la única que 
se encuentra al servicio de la sociedad, se caracteriza por su especialización 
en tareas concretas dentro de dominios limitados, careciendo de conciencia, 
intencionalidad o sensibilidad; en consecuencia, no posee atributos propios de 
la personalidad psicológica ni moral. No puede experimentar placer o sufri-
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miento, definir metas de vida valiosas ni actuar autónomamente en términos 
éticos. Tampoco desarrolla relaciones interpersonales o conciencia relacional; 
por ello, los elementos de la personalidad relacional como cercanía sentida, 
demanda de reconocimiento o parentesco son inaplicables. 

En contraste, la ia fuerte o general, en teoría, aspiraría a emular atributos más 
complejos de la personalidad. Podría aproximarse a la intencionalidad, puesto 
que sería capaz de planificar y dirigir sus acciones hacia objetivos, así como a 
ciertas formas de autonomía, al aprender y adaptarse a nuevas situaciones sin 
programación explícita. Sin embargo, incluso en este escenario hipotético, la 
sensibilidad y la conciencia subjetiva seguirían siendo problemáticas, dado que 
la experiencia emocional genuina y la percepción moral dependen de proce-
sos biológicos y relacionales que la ia no posee. De igual manera, aunque la ia 
fuerte podría interactuar con humanos y entornos de manera sofisticada, las 
propiedades de la personalidad relacional, fundamentadas en vínculos éticos y 
emocionales, permanecerían esencialmente humanas.

Los debates jurídicos contemporáneos muestran, además, la influencia de 
corrientes ecocentristas en algunas áreas del derecho, que muestran la sepa-
ración de una posible relación entre entidades humanas de las que no lo son. 
Se respalda, a su vez, los preceptos ecocentristas emanados de la Constitución 
e invocados en las comunidades étnicas, los animales y los ecosistemas de 
promover un reconocimiento hacia el aspecto biológico en supremacía a lo no 
biológico. En consecuencia, la ia no se reconoce generalmente como sujeto de 
derechos en los sistemas jurídicos actuales, ni existe, al menos por ahora, un 
impulso legislativo consolidado que esté encaminado a conferir ese estatus, 
salvo respuestas regulatorias que se han centrado principalmente en la ética y 
la seguridad.

Por último, las inteligencias artificiales no son más que objetos virtuales, pues, 
aunque no se componen de materia, se encuentran estandarizadas, formadas 
y normalizadas, sometidas a normas de fabricación y calidad y son convertidas 
principalmente en un elemento de consumo (Barthes, s. f.). El supuesto de ser 
instrumento descarta la posibilidad de ser un sujeto de derecho; en cambio, 
se convalida a una cosificación de esta herramienta, por cuanto no convendría 
adjuntar derechos y deberes sobre lo que, en vez de adquirirlo, fungía como 
objeto pasivo de atribución normativa. De acuerdo con Álvarez Mellado (2023, 
p. 73), detrás de estas máquinas solo están los seres humanos y sus sesgos, es 
decir, no hay subjetividad autónoma, por lo tanto, bajo los paradigmas filosó-
ficos actuales no es plausible reconocer a las ia como sujetos de derechos. En 
lo jurídico, los debates jurídicos contemporáneos evidencian la influencia de 
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corrientes ecocentristas que encuentran respaldo en preceptos constitucio-
nales y se expresan en el reconocimiento de derechos a comunidades étnicas, 
animales y ecosistemas, priorizando el aspecto biológico sobre lo no biológico.

Conclusiones
El análisis desarrollado permite concluir que el concepto de sujeto de derecho 
en el ordenamiento jurídico colombiano carece de una definición única y de un 
conjunto uniforme de propiedades que determinen con precisión quién o qué 
puede ser considerado como tal. Más que una categoría inalterable, se trata 
de una construcción dinámica, dependiente de los valores culturales, filosófi-
cos y sociales que influyen en el ordenamiento jurídico de cada época y lugar. 
La evolución del derecho colombiano, desde el reconocimiento exclusivo de la 
persona natural y jurídica hasta la inclusión de comunidades étnicas, animales 
y ecosistemas, demuestra que la noción de sujeto de derecho es una categoría 
permeable. 

En este análisis, se advierte que la persona natural constituye el punto de par-
tida del derecho, sustentado en la génesis de la dignidad humana y la autono-
mía individual. Su reconocimiento se apoya en propiedades ontológicas como 
la conciencia, la racionalidad y la intencionalidad, propias de la personalidad 
psicológica y moral descritas por Joshua C. Gellers. No obstante, la Constitu-
ción de 1991 introdujo una apertura hacia visiones más amplias, al reconocer 
la diversidad cultural, las cosmovisiones indígenas y las formas comunitarias de 
relación con la naturaleza. Dichos reconocimientos abren paso a perspectivas 
relacionales y poshumanistas que cuestionan la exclusividad del ser humano 
como eje del sistema jurídico.

La persona jurídica, por su parte, representa una inflexión significativa en esta 
evolución, pues evidencia que la personalidad jurídica no siempre se funda en 
cualidades ontológicas o biológicas, sino que puede construirse por razones de 
pragmatismo. Su existencia responde a necesidades de representación, coor-
dinación y limitación de responsabilidades dentro de estructuras sociales. De 
allí que la persona jurídica sirva como un precedente teórico para considerar la 
posibilidad, al menos abstracta, de extender la categoría de sujeto de derecho 
a entidades artificiales. Sin embargo, el carácter puramente instrumental de 
su creación revela que la titularidad de derechos en estos casos se justifica 
funcionalmente, no ontológicamente, lo cual limita las comparaciones con la 
inteligencia artificial, pues hasta podría entenderse como que la versatilidad de 
la persona jurídica subsume cualquier necesidad.
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El reconocimiento de comunidades étnicas, animales y ecosistemas como suje-
tos de derecho ha implicado una transición lenta y gradual desde un paradigma 
antropocéntrico hacia perspectivas ecocéntricas o incluso poshumanistas. 
En estos casos, la ampliación de la categoría jurídica no obedece a la pose-
sión de conciencia o racionalidad, sino a la necesidad de proteger sistemas de 
vida, identidades culturales y equilibrios en el medio ambiente. Se trata, más 
bien, de reconocer la interdependencia entre lo humano y lo no humano, y 
el primero como parte de un todo y no como el centro de todo, así como de 
asumir una ética de la responsabilidad frente a otras formas de existencia. Esta 
transformación confirma que el derecho colombiano ya ha incorporado una 
visión con elementos poshumanistas en su estructura, por lo tanto, el sujeto no 
se define exclusivamente por su racionalidad, sino también por su pertenencia 
por hacer parte del relacionamiento y de las dinámicas tanto sociales como no 
humanas. 

En este escenario, la inteligencia artificial plantea un desafío ontológico y 
jurídico. En su forma débil, es decir, la actualmente existente, la ia carece de 
conciencia, autonomía moral o sensibilidad. No puede experimentar placer ni 
sufrimiento, ni definir fines propios, lo que la ubica fuera del marco de las per-
sonalidades psicológica y moral. Ontológicamente, es un objeto que depende 
totalmente del humano, pues, además, es su instrumento. En el plano social ha 
sido mitificada y sobrestimada, lo cual no implica desconocer sus capacidades. 
En el ámbito lo jurídico presenta un vacío normativo y carece de definición, por 
lo tanto, no es posible considerarla sujeto de derechos, sino objeto de regula-
ción. Los sistemas jurídicos deben concentrarse, no en otorgarle personalidad, 
sino en establecer responsabilidades claras para sus diseñadores, programado-
res y usuarios, con el fin de garantizar principios de transparencia, rendición de 
cuentas, protección de datos y respeto a la dignidad humana.

La llamada inteligencia artificial fuerte o general, concebida como una entidad 
capaz de reproducir la cognición humana, continúa siendo hipotética. Solo en 
un escenario en el que una ia llegara a desarrollar autoconciencia, intenciona-
lidad y agencia moral, podría discutirse de manera plausible su inclusión como 
nuevo sujeto de derecho. Incluso en tal caso, surgirían dilemas inéditos: ¿cómo 
atribuirle responsabilidad penal o civil?, ¿quién sería el beneficiario material 
de sus derechos?, ¿qué garantías ofrecería su reconocimiento para el orden 
jurídico y social? Estas preguntas muestran que la discusión no es meramente 
teórica, sino que pone en tensión los fundamentos mismos de la responsabili-
dad y la titularidad jurídica.
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En consecuencia, la pertinencia del debate no radica hoy en conceder derechos 
a las máquinas, sino en comprender los límites y los alcances de la capacidad 
jurídica de estas. La inteligencia artificial obliga al derecho a revisar sus catego-
rías tradicionales como persona, cosa, responsabilidad, autoría y a replantear 
la relación entre lo humano y lo artificial. La tarea urgente consiste en fortale-
cer los marcos normativos aplicables al desarrollo y uso de la ia, con especial 
atención a los principios éticos, la protección de datos personales, la propiedad 
intelectual, la transparencia algorítmica y la prevención de sesgos.
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